
RESOLUCIONES 

MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES  

Resolución Nº 148.—Ministro de Obras Públicas y Transportes.—San José, a las 11:55 

horas del día 11 del mes de febrero del dos mil dieciséis. 

Se delega en la Proveedora Institucional señora Heidy Román Ovares, portadora de la 

cédula de identidad 1-396-1284 y en la señora Zaidi Gil Chavarría, cédula de identidad 6-112-

399, Subdirector de dicha Proveeduría, la decisión final a adoptar en los procedimientos de 

contratación Administrativa, así como la firma del pedido u orden de compra. 

Resultando: 

I.—Que el artículo 5 del “Reglamento para el Funcionamiento de las Proveedurías 

Institucionales de los Ministerio del Gobierno” (Decreto Ejecutivo Nº 30640-H y sus reformas), 

faculta a los Ministros de Gobierno a delegar la decisión final a adoptar en los procedimientos de 

contratación administrativa, así como la firma del Pedido de Compra. Así, dicha norma señala: 

“Artículo 5º—De la posibilidad de delegación. Los Ministros de Gobierno, o 

máximos jerarcas de la institución, podrán delegar la decisión final a adoptar en 

los procedimientos de contratación administrativa y la firma del Pedido, siguiente 

al efecto las disposiciones y observando los límites que establecen la Ley General 

de la Administración Pública y la Ley de la Administración Financiera y 

Presupuestos Públicos, en materia de delegación de competencias. 

La resolución que se elabore para la delegación de dichas funciones deberá ser 

comunicada a la Dirección General de Administración de Bienes y Contratación 

Administrativa, y publicada en el Diario Oficial La Gaceta.” 

II.—Que el artículo 12 inciso g) del Reglamento que se cita en el Resultando anterior, en 

cuanto a las competencias del Proveedor Institucional, establece: 

“Artículo 12.—Jefatura. El Proveedor institucional será el superior jerárquico de 

cada Proveeduría Institucional, y le corresponderán, entre otras, las siguientes 

funciones primordiales: 

a)... 

g) Dictar la resolución final de adjudicación, declaratoria de deserción o de 

infructuosa, en los procedimientos de contratación administrativa de su institución, 

suscripción de las formalizaciones contractuales derivadas de dichos 

procedimientos, en aquellos casos en que correspondiere dicho acto, ello en tanto 

esas funciones le sean delegadas formalmente por el Ministro del ramo, siguiendo 

para ello las disposiciones pertinentes de la Ley General de la Administración 

Pública” (El subrayado no es del original) 

III.—Que conforme lo dispuesto en el segundo párrafo del inciso n) del artículo 12 del 

citado Reglamento para el Funcionamiento de las Proveedurías Institucionales de los Ministerios 

del Gobierno, en las ausencias temporales del Proveedor Institucional, asumirá sus funciones el 

Subproveedor Institucional, con sus mismas atribuciones y funciones, si este cargo existiere en la 

estructura organizacional correspondiente. 

IV.—Que así mismo, el Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa (Decreto 

Ejecutivo Nº 33411-H del 27 de setiembre del 2006 y sus reformas), establece sobre esa misma 

materia, lo que de seguido se transcribe: 



“Artículo 221.—De la posibilidad de delegación. El máximo Jerarca de la 

institución, podrá delegar, la decisión final a adoptar en los procedimientos de 

contratación administrativa, así como la firma del pedido u orden de compra, lo 

anterior, siguiendo al efecto las disposiciones del reglamento interno que se dicte al 

efecto; dicha designación deberá recaer en un funcionario u órgano técnico, quien 

deberá emitir sus actos con estricto apego a la normativa de contratación 

administrativa, para poder apartarse de dicho criterio, deberán mediar razones 

técnicas e igual naturaleza. Dicha delegación se llevará a cabo de conformidad con 

los alcances de la Ley de Contratación Administrativa; Ley de la Administración 

Financiera de la República y Presupuestos Públicos y lo señalado por la Ley 

General de la Administración Pública.” 

V.—Que el artículo 89 de la Ley General de la Administración Pública establece que todo 

servidor podrá delegar sus funciones propias en su inmediato inferior, cuando ambos tengan 

funciones de igual naturaleza y que la delegación no jerárquica o en diverso grado requerirá de 

otra norma expresa que la autorice. 

VI.—Que mediante el Acuerdo Ejecutivo N° 492-P, se nombró al señor Carlos Villalta 

Villegas, cédula de identidad N° 1-0788-0639, como Ministro de Obras Públicas y Transportes, a 

partir del 3 de febrero del 2016. 

VII.—Que en razón de tales hechos se procede a resolver, 

Considerando: 

I.—Que la delegación de competencias se encuentra regulada en los artículos 89 y siguientes 

de la Ley General de la Administración Pública. 

II.—Que a nivel de doctrina se ha señalado lo que se entiende por delegación de 

competencias. Así en la Opinión Jurídica Nº OJ-050-97 del 29 de setiembre de 1997, emitida por 

la Procuraduría General de la República se señaló: 

“La delegación consiste en el traspaso temporal de atribuciones de una persona 

física a otra, entendiéndose que se trata de titulares de órganos de la misma 

organización. En consecuencia supone una alteración parcial de la competencia, 

ya que sólo afecta a algunas atribuciones, es decir, a una parte de aquella. Debe 

subrayarse el carácter personal y temporal de la delegación que lleva la 

consecuencia de que cuando cambian las personas que están al frente de los 

órganos deja de ser válida y hay que repetirla. Otra consecuencia del carácter 

personal de la delegación es que no puede delegarse a su vez, lo que se expresa 

tradicionalmente con la máxima latina “delégala potestas non delegatur”. 

Los actos dictados por delegación, a los efectos jurídicos se entienden dictados por 

el titular del órgano delegante, ya que dicho órgano no pierde su competencia...” 

Por otra parte, en el Dictamen C-056-2000 del 23 de marzo del 2000, dicha Procuraduría 

General señaló: 

“La delegación es un cambio de competencia, de acuerdo con el cual el superior puede 

transferir sus funciones en el inmediato inferior, cuando ambos tengan funciones de 

igual naturaleza (artículo 89 de la Ley General de la Administración Pública). Empero, 

la ley puede autorizar una delegación no jerárquica o en diverso grado. 



A diferencia de la descentralización y la desconcentración, en la delegación no se 

transfiere la titularidad de la competencia, por lo que el delegado ejerce la 

competencia que pertenece jurídicamente a otro. Esto explica que la delegación 

pueda ser revocada en cualquier momento por el órgano delegante (artículo 90, a) 

de la Ley General de la Administración Pública). 

Empero, la posibilidad de delegar la competencia es limitada. Así, no pueden 

delegarse potestades delegadas. La delegación debe concernir parte de la 

competencia y esto en el tanto en que no se trate de la “competencia esencial del 

órgano, que le da nombre o que justifique su existencia...” 

III.—Que el numeral 89 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública, regula 

la posibilidad de que se dé la delegación de competencias no jerárquica o en diverso grado, en 

cuyo caso debe existir otra norma expresa que lo autorice, teniéndose que en el caso que nos 

ocupa, la autorización está otorgada en el artículos 12 del “Reglamento para el Funcionamiento 

de las Proveedurías Institucionales de los Ministerios del Gobierno”, así como en el artículo 221 

del Reglamento a la Ley de la Contratación Administrativa. 

IV.—Que así, el artículo 12 inciso g) del Reglamento para el Funcionamiento de las 

Proveedurías Institucionales de los Ministros de Gobierno, autoriza al respectivo Ministro del 

ramo a delegar en el Proveedor Institucional la emisión de la resolución final de adjudicación, 

declaratoria de deserción o de infructuosa, en los procedimientos de contratación administrativa. 

Como consecuencia de ello, se tiene una norma en el ordenamiento jurídico que, para dichos 

actos administrativos en particular, autoriza que la delegación no se dé en el inmediato inferior. 

V.—Que el artículo 221 del Reglamento a la Ley de la Contratación Administrativa, 

autoriza al máximo Jerarca de la institución a delegar la decisión final a adoptar en los 

procedimientos de contratación administrativa, así como la firma del pedido u orden de compra, 

disponiendo que dicha designación deberá recaer en un funcionario u órgano técnico, quien 

deberá emitir sus actos con estricto apego a la normativa de contratación administrativa. 

VI.—Que tanto la Proveedora Institucional como la Subproveedora, reúnen el perfil 

necesario para emitir la decisión final a adoptar en los procedimientos de contratación 

administrativa, constituyendo éste el órgano técnico con la debida competencia y especialidad 

para tales efectos. 

VII.—Que dadas las condiciones particulares del Ministerio de Obras Públicas y 

Transportes, el volumen de trabajo y la gran cantidad de trámites de contratación administrativa 

que le corresponde efectuar, derivado del monto de presupuesto de la Institución, resulta 

pertinente que ambas funcionarias (Proveedora y Subproveedora) asuman la labor de emitir la 

decisión final a adoptar en los procedimientos de contratación administrativa, así como la firma 

de los Pedidos de Compra, de forma tal que dichos procedimientos se desarrollen en forma 

efectiva y ágil y en concordancia con los plazos que al efecto establece el ordenamiento jurídico. 

VIII.—Que, por otra parte, conforme los razonamientos esbozados por la señora Proveedora 

Institucional de entonces, en el oficio Nº DPI-342-2007 del 9 de abril del 2007, resulta claro que 

“...la firma de los Pedidos de Compra no implica solamente rubricar el documento, sino 

“liberarlo” electrónicamente, o sea “firmarlo electrónicamente en el sistema, lo cual lo puede 

realizar sólo la Proveedora y la Subproveedora en igualdad de condiciones a nivel de sistema y 

reconocidas ambas como válidas por parte del Ministerio de Hacienda...” 

IX.—Que la Ley General de la Administración Pública establece en su artículo 89.4 que la 

delegación deberá ser publicada en el Diario Oficial, cuando sea para un tipo de acto y no para un 

acto determinado. Por tanto, 



EL MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES, RESUELVE: 

1º—Se delega en la Directora de la Proveeduría Institucional, señora Heidy Román Ovares, 

portadora de la cédula de identidad 1-396-1284, así como en la señora Zaidi Gil Chavarría, cédula de 

identidad 6-112-399, Subdirector de dicha Proveeduría, la decisión final a adoptar en los 

procedimientos de contratación administrativa, así como la firma del pedido u orden de compra. 

2º—Deberán ambas funcionarias establecer y oficializar los sistemas de control que 

regularán el desarrollo de lo dispuesto en el punto anterior. Tales sistemas deberán contener, 

entre otros, el registro y control en cuanto a la distribución de cada caso entre ambos 

funcionarios, adecuada identificación de responsabilidades a la luz de tal distribución, 

seguimiento y todos los controles que sean necesarios para la adecuada y eficiente ejecución de 

los actos que mediante la presente Resolución se delegan. 

3°—Rige a partir de su publicación. 

Publíquese. 

 

Carlos Villalta Villegas 

Ministro 

 

 

Notifíquese a: MSc. Heidy Román Ovares, Directora Proveeduría Institucional, Licda. Zaidi Gil 

Chavarría, Subdirectora Proveeduría Institucional, Lic. Francisco Molina Salas, Director 

Dirección Financiera, Lic. Orlando Cervantes Benavides, Director División Administrativa, Lic. 

Ronald Muñoz Corea, Director Dirección Jurídica, Lic. Fabián Quirós Álvarez, Director 

Dirección General de Administración de Bienes y Contratación Administrativa. 

 

 

1 vez.—Solicitud N° 12330.—O. C. N° 27898.—(IN20160011635). 


